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SESIÓN N° 13 EXTRAORDINARIA DEL CONSEJO ACADÉMICO

DE FECHA  05 DE NOVIEMBRE DE 2021
En Santiago a 05 de noviembre de 2021, siendo 09:30 horas, se inicia la Decimotercera Sesión Extraordinaria del Consejo Académico de la Universidad de Santiago de Chile, realizada a través de la plataforma on-line Zoom, presidida por el Rector señor Juan Manuel Zolezzi Cid, y actuando como ministro de fe el Secretario General Gustavo Robles Labarca 
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TEMA UNICO
Analizar la situación producida con motivo del requerimiento de información efectuado mediante Oficio N° 76051 de 2021, por los diputados Urricoechea y Jürgensen, y la respuesta de la Rectoría a dicho oficio.
El señor Rector abre la sesión y da a conocer el tenor de una carta suscrita por siete consejeros que invocan el artículo 3 del reglamento de sala del Consejo Académico para que cita a reunión extraordinaria con el fin de tratar el requerimiento de información y la respuesta entregada por Rectoría al oficio de los diputados Urriticoechea y Jürgensen referido “cursos, centros, programas y planes de estudio que se refieran a temáticas relacionadas con estudios de género, ideología de género, perspectiva de género, diversidad sexual y feminismo, detallando sus principales características e individualizando a los funcionarios o docentes que están a cargo de ellos”.
Puntualiza que de acuerdo al reglamento no está el número de solicitantes adecuados que es dos tercios, sin embargo, ha accedido a la reunión para analizar el tema.

A continuación, el señor Rector detalla la secuencia de hechos y acontecimientos registrados a raíz de dicha petición legal de información, el malestar generado por la respuesta de la Universidad y expresa su preocupación que parlamentarios de esa línea política utilicen el Ley de transparencia para obtener información particular para sus propósitos personales y políticos y señala:
En particular en lo relativo a igualdad de género declara que se ha hecho:

· Creación en 2018 de la Dirección de Género, Diversidad y Equidad, con foco en la promoción de políticas integrales que garanticen la igualdad de derechos y oportunidades, y la no discriminación en todos los ámbitos del quehacer universitario.

· Se ha trabajado el protocolo de política institucional de Prevención, Sanción y Reparación frente al Acoso Sexual, de Violencia de Género y otras conductas Discriminatorias. 

· En nuestro Plan Estratégico Institucional 2020-2030 con eje especifico “inclusión e igualdad de género”.

· Se ha establecido una guía para la docencia universitaria con enfoque de género.

· Hay una elaboración participativa hoy día de una nueva Política de igualdad de género, y diversidad, dado que ha salido recientemente una nueva ley sobre el tema de género en la educación superior. 
Valora el esfuerzo realizado y anota que las universidades estatales son Corporaciones Autónomas de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonios propios, constituyen servicios públicos integrantes de la administración descentralizada del Estado, plenamente afectos de la Ley N°18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. O sea, desde ese punto de vista no nos diferenciamos de ningún organismo público tanto centralizado, como descentralizado, por tanto, estamos afectos:

- Se encuentran en la clasificación hecha la ley N°20.285, en cuanto a la aplicación de la Ley de acceso a la Información. 

- Debemos cumplir con el artículo 8° de la Constitución Política (Principio de providad y transparencia de la Función Pública. El Inciso 2° del artículo 8° señala que la reserva o secreto de una determinada información debe calificarse por ley de quorum calificado, por lo tanto, no es una característica que la Universidad de Santiago, ni ningún organismo público pueda ponderar.

- Incluso de haberlo hecho y haberse negado a entregar información basado en esto, incumpliría el principio de legalidad y juridicidad de administración del Estado conforme a cuál los órganos actúan previa investidura regular de sus integrantes y “dentro del ámbito de sus competencias” 

- Se encuentran afectas las Universidades del Estado no así las privadas a las facultades de fiscalización que ejerce la Cámara de Diputados en el artículo 52 de la Constitución Política.

-Les resulta aplicable el ejercicio de las Facultades de fiscalización a la luz del artículo 308 y 309 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

En el Ordinario N°76051 del 09 de Julio de 2021, los diputados Cristóbal Urruticoechea y Harry Jürgensen solicitan:

1) Informe cuantos cursos, centros, programas y planes de estudio se refieren a temáticas relacionadas con estudios de género, ideología de género, perspectiva de género, diversidad sexual y feminismo, detallando sus principales características e individualizando a los funcionarios o docentes que están a cargo de ellos.

2) Informe cuantos recursos destina anualmente la Universidad para financiar los cursos, centros, programas y planes de estudios que se refieren a temáticas relacionadas con estudio de género, ideología de género, diversidad sexual y feminismo.

Como se responde o como se prepara la respuesta: el 12 de Julio de 2021 el requerimiento ingresa a la Universidad de Santiago y se deriva el 14 de Julio a la Unidad de Transparencia de Secretaria General.

El 15 de Julio, la Unidad de Transparencia envía el requerimiento vía correo electrónico a la Vicerrectoría Académica, la Vicerrectoría de Postgrado, Dirección de Género, Diversidad y Equidad, y Dirección Continua.

El 15 de Julio la Vicerrectoría Académica envía el requerimiento por correo electrónico a la UNIE, Dirección de Pregrado y Dirección de Género, Diversidad y Equidad.

A su vez la Vicerrectoría Académica envía vía STD memorándums a todas las unidades académicas; FAHU, FAE, FING, Cs. Médicas, Fac. Derecho, FACTEC, Fac. Química y Biología, Facultad de Ciencias, IDEA, Escuela de Arquitectura y Bachillerato. 

El 5 de agosto la VRA envía las respuestas recibidas por FAHU, Fac. Ciencias, FAE, FING, Facultad de Química y Biología, y Bachillerato a la Secretaria General.

Responde la solicitud de información:

-Vicerrectoría Académica

-Educación Continúa 

-Facultad de Humanidades 

-Facultad de Administración y Economía

-Facultad de Ingeniería

-Facultad de Ciencias 

-Facultad de Química y Biología

El 06 de agosto la Unidad de transparencia da respuesta mediante el Ordinario N°147 a la solicitud de los diputados, adjuntando los documentos enviados por las unidades, siendo despachado por correo electrónico. Es preciso señalar que por error se adjuntó dos veces el documento cursos y otros Género Idea, en vez del documento Asignaturas Género Facultad de Humanidades. 

A todas las unidades académicas a la que se le requirió información, se le envío el texto completo del requerimiento de los diputados y el oficio de la cámara.

No se presentaron cuestionamientos de las unidades solicitantes de la información, ni reparos sobre el requerimiento de los diputados.

La Universidad no público, ni ha solicitado publicitar el Ordinario N°147 de respuesta al requerimiento.

La Cámara público la respuesta de la Usach en su página web.

El 21 de octubre se realiza el comunicado del Secretario General a la comunidad universitaria.

El 25 de octubre se realiza la Declaración Pública en El Mercurio, sobre el compromiso de la gestión de autonomía académica y la libertad de cátedra.

El 25 de octubre se envía un comunicado del Rector a la comunidad universitaria, que, junto con sociabilizar la declaración pública, reitera el orgullo por los avances en materia de igualdad de género, y recuerda la relevancia de la construcción de la Política de Igualdad de Género y Diversidad y el PEI 2020-2030 así como otros componentes que se siguen desarrollando en la Universidad por diversas unidades.

Hay que señalar en esta etapa que había un reconocimiento explícito de las Universidades Chilenas (CUECH) de que la Universidad de Santiago ha sido la que más ha avanzado en estos temas, así lo señalan las personas representantes de genero de cada una de las universidad.

Entre las acciones adoptadas, el 25 de octubre se envía el ordinario N°197 al Presidente de la Cámara de Diputados, solicitando eliminación de la información ya que a juicio de la institución constituía una publicidad adiciona e innecesaria de los datos personales, proporcionados, los cuales se entregaron bajo lógica de expectativa de privacidad e indirectamente se otorga la calidad de personas fiscalizadas a los funcionarios y docentes consultados.

En el ordinario antes mencionado también se solicita que los antecedentes sean presentados a la Comisión de Ética de la corporación, para efectos de indagar en la conducta de los diputados.

La Cámara de Diputados y según lo solicitado, retira publicación.

El 29 de octubre se envía carta a cada una de las personas que vieron sus nombres publicados en la información entregada, con el objeto de reiterar el orgullo por el trabajo realizado por ellas y ellos, así como prestar el apoyo y ponerse al servicio de quienes se sientan amedrentados, ante publicación de información por parte de los Diputados.

Acciones de terceros: El Diputado Miguel Crispi ingresa requerimiento a la Comisión de Ética de la Cámara contra los dos Diputados, por el oficio enviado por los parlamentarios a la Universidad de Santiago de Chile y a los Hospitales del País.

Nosotros solicitamos, junto con la solicitud de retiro de la respuesta, que ambos diputados fueran pasados al Comité de Ética de la Cámara.

Respecto a la Federación de Estudiantes la cual fue la organización dentro de la Universidad que pidió reunirse con la Rectoría para clarificar el tema, hubo una reunión el 27 de octubre, con el fin de tratar los hechos acaecidos. El mismo 27 de octubre se realiza la reunión, donde los estudiantes solicitan un informe documental de trazabilidad de la trayectoria administrativa y gestión de la información incluida en la respuesta a los parlamentarios, desde envío de oficio de fiscalización a la Universidad. 

Se plantea a FEUSACH por parte de Rectoría de iniciar una revisión y actualización de los procedimientos relativos a transparencia y a requerimientos de información de externos de la Usach.

La Rectoría convoca a una nueva reunión de la Federación de Estudiantes para hacer entrega, en tiempo y forma, del informe de trazabilidad de cómo se construyó la respuesta del Ordinario N°76051. A su vez, la FEUSACH solicita que puedan estar presentes el Secretario General, el Pro-rector y el Vicerrector Académico, lo cual ocurrió.

En la segunda reunión que se desarrolla el 03 de noviembre se hace entrega del informe comprometido, se responden consultas y se plantea desde la Rectoría y el equipo directivo la preocupación por la calidad y el semestre académico se está complejizando y que probablemente nos va a llevar a una situación de termino de semestre en marzo, eso se señala incluso en un comunicado que se hace con posterioridad a esto; se pide reserva sobre el informe, no porque hayan cosas delicadas, sino que simplemente se pide reserva para no difundir y publicitar, más lo que se estaba en alguna medida cuestionando.

Acciones futuras: Rectoría ha estado analizando la situación y quisiera establecer una comisión integrada por académicos/as, funcionarios/as y estudiantes, abogados/as, un directivo superior. Donde sus integrantes tengan expertis en el tema de equidad de género, manejo de la información, ley de transparencia, etc. con el objetivo de establecer una comisión de revisión de los requerimientos, emanando recomendaciones a la Unidad de Transparencia, en el marco de la Ley.

También desea que se haga una revisión, porque aquí habría una falencia en esta etapa y es necesario hacer una revisión para mejorar procedimientos que permitan prevenir situaciones de este tipo, para lo cual se puede constituir una mesa que puede ser la misma comisión anterior que pueda considerar la participación estricta de los diversos estamentos y que contribuya a la coordinación y eficiencia de la gestión. Aquí hay una tarea inmediata que es revisar y mejorar los procedimientos en esta materia y obviamente lo que está de por medio demandándonos hoy, un trabajo mancomunado en lo relativo a la implementación de la Ley N°21.369 que regula el Acoso Sexual, Violencia y la Discriminación de Género en el ámbito de la Educación Superior.

Declara que la esta ha sido una polémica compleja y lamentable para la Universidad, quizá innecesaria por hechos ajenos a la Universidad como es la petición de los citados diputados que la Universidad está obligada a remitir y no ha sido la Universidad quien la ha difundido sido la Cámara de Diputados en su página web.

Señala enfático, y para conocimiento del Consejo Académico, la Usach es una Universidad Estatal y como cualquier órgano de la administración del Estado, estamos obligados a responder un requerimiento de la información formulado por uno o más diputados de la República; es una obligación, no es efectivo que tuviéramos la posibilidad de negarnos a contestar porque la Cámara de Diputados tiene la facultad de fiscalizar y dentro de ellos facilitar información a los órganos y servicios de la administración, esto está consagrado tanto en el artículo 52 de la Constitución Política, como en el reglamento de la Cámara de Diputados artículo 309 y siguientes, y por otra parte, tanto el artículo 8 de la Constitución que consagra el principio de probidad y transparencia de la administración pública como ley de base de administraciones del Estado y la Ley de transparencia, obligan absolutamente a la Universidad, a remitir la información, también estamos obligados a remitir información de manera exacta y completa tal como la habían pedido, esto quiere decir que no está dentro de nuestras competencias restringir la entrega de información o tergiversar, no es efectivo que pudiéramos excusarnos de remitir información que se nos estaba pidiendo, o que hayamos entregado información, que no se había pedido, se remitió exactamente lo que se pidió, nada más y nada menos y de la manera que se solicitó, esto porque la Universidad no tiene competencia para interpretar ninguna ley, ni tampoco tiene causales para excusarse de entregarla o dar el carácter de reservada. El artículo 8 de la Constitución es enfático, en establecer el deber de los órganos de la administración en cumplir con el principio de la trasparencia de la función pública, toda la información de los servicios es pública, el mismo artículo dice que el carácter de secreta o reservada de determinada información se debe establecer mediante una ley de quorum calificado y este no era el caso, en ningún órgano de administración del Estado puede arrogarse más competencia que tiene porque la misma Constitución en el artículo séptimo que consagra el principio de legalidad juridicidad limitando el actuar de los órganos públicos, la información remitida no corresponde a datos que la ley califique de sensible la ley de protección de datos personales 19.618 define claramente lo que es un dato sensible, el artículo segundo letra g define dato sensibles como aquellos personales que se refieren a las características físicas o morales de las personas o a hechos o circunstancias de su vida privada o intimidad, tales como hábitos personales de origen racial, las ideologías y opiniones políticas, las creencias y convicciones religiosas, los estados de salud física, psíquicos y vida sexual, es una enumeración taxativa, no enunciativa, entonces calificar una información como dato sensible no depende de lo que cada uno de nosotros crea o estime que es sensible en lo que la ley expresamente dice. Además, el artículo 8° inciso 2° de la Constitución Política cuando obliga a los servicios públicos a cumplir el principio de transparencia dice expresamente que el carácter de información secreta o reservada se otorga por ley de quorum calificado y escasos específicos, no corresponde a la Usach, calificar la información como reservada o secreta, eso tiene que hacerlo la ley. Si nuestra Universidad llegara a ser eso estaríamos excediendo nuestras competencias, lo que también es una infracción grave a la Constitución porque el artículo 7° dice expresamente que los órganos y los servicios de administración actúan válidamente siempre que lo hagan dentro del ámbito de sus competencias, o sea, sin salirse del ese marco, nosotros no tenemos competencia de tal normas legales, solo la contraloría la tiene, el problema no radica en que hayamos cumplido con nuestra obligación de entregar la información, si es la forma de cómo fue redactada la solicitud, ahí hay una intencionalidad y los términos que solicitaron los Diputados al pedirla, por ejemplo, hablar de ideología de género, lo que acarrea un problema de índole político que es independiente de la obligación que debe cumplir esta universidad estatal, el siguiente problema es que nuestra respuesta fue publicada por la Cámara de Diputados en su página web, pero nuevamente es un problema independiente de la universidad, es un tema de la Cámara que perseguiremos hasta el final, para nosotros entregar información era obligatorio y no se trataba de datos que por ley hayan sido calificados como datos sensibles, ahora bien esto es distinto al tratamiento de la Cámara de Diputas le da a la información que recibe desde sus servicios, en resumen se nos obligó a entregar información y la Cámara queda con esa información, el problema es el tratamiento que se le dio a ella, a la cual estuvimos obligados a entregar, por eso, le vamos a transmitir adicionalmente ahora al Presidente de la Cámara de Diputados la inquietud de nuestra comunidad universitaria que también hago mía, pidiéndole que se respeten todo los conductos que sean necesarios a fin de establecer si hay responsabilidad por haber publicado nuestra información.
La consejera Saavedra solicita aclaración sobre si hubo o no cuestionamiento por parte de las unidades académicas cuando recibieron la solicitud de información sobre el tema, entiende que si hubo al menos de los académicos de Humanidades. El Secretario General señala que no hubo ninguna observación ni comentario y entre el plazo de solicitud el 15 de julio y el 6 de agosto que se recibió las respuestas en Secretaría General no tiene ningún registro sobre ello.
El Vicerrector Académico y el señor Rector declaran que tampoco tiene reclamos.

La consejera Durán menciona la declaración del Consorcio de Universidades del Estado en que muestran su desacuerdo con la petición de los diputados y por tanto pregunta qué ocurre.

El señor Rector explica que en la solicitud de los diputados piden información con aparente connotación política con el fin de sacar algunos dividendos y por otro lado las instituciones del Estado están obligadas a entregar la información en función de la Ley de Transparencia y la consejera Durán insiste en que la Universidad de Chile envía un comunicado rechazando la petición de los diputados y pregunta porque la Usach no hizo algo similar.

El señor Rector responde que ambas instituciones son autónomas y la Universidad de Chile tendrá que cumplir con la exigencia de informar.

El consejero Martínez avala la posición de rectoría y agrega que allí la información se filtra de la cátedra Amanda Labarca, el 20 de octubre y luego se hace público lo que lleva a postergar la entrega de la respuesta, pero no tiene una dinámica distinta de la Usach.

El consejero Guajardo dice que hay ciertos puntos de la Ley de Transparencia que van más allá de lo prudente y ejemplifica con peticiones de universidades privadas sobre curriculums y contenidos académicos que luego copian descaradamente; o preguntas de una señora de si un tal señor de la Facultad hace turnos en el hospital, existiendo una tercera de por medio; o, quienes son los asistentes a los cursos de adicciones en los que trabajamos hace veinte años y por tanto solicita que se fortalezca el equipo que debe responder a la Ley de Transparencia con una mayor asesoría jurídica para hacer mayores filtraciones o notas de alerta, punto al que se suma el consejero Bustos argumentando que hay una clara diferencia en el control de las entidades públicas con las privadas que están ajenas a esta exigencia, tal que hizo ver al Consejo de Transparencia.
El señor Rector detalla que la Ley de Transparencia no tiene porqué ser mala, aunque si hay ciertos abusos, un aprovechamiento político que debemos evitar y la Universidad está todo el tiempo expuesta a críticas por lo que hace o no hace y no quiere que se complejice con el desarrollo académico que ha estado vapuleado por la pandemia.

El consejero Tapia llama a centrarse en el punto central de la discusión, porque el bloque estudiantil reclama por las dos funcionarias cuyas fotos muestran que en una época dura fueron apresadas y confinadas, una comunidad que se destruyó por ello y que son víctimas de ataques fascistas. Ellos son: Gregorio Mimica Argote, Miche Peña Herreros, Padre Gabriela Acevedo Gallardo, Mario Daniel Martínez Rodríguez, Víctor Lillo Jara Martínez, pero hoy puede ser cualquier persona que esté incluida en este informe.

La consejera Bobadilla recuerda que no se cuestiona que haya habido error administrativo porque el fondo de la cuestión es otro y por ello se pidió bajar la información publicada por la Cámara de Diputados después de tres meses que se entregó la información. Lo que se debe considerar son las consecuencias, tanto para las personas como para la institución, entonces hay una responsabilidad ética porque no se analizó los alcances de entregar detalles de dicha información y el señor Rector indica que si reaccionó tres meses después fue porque desde la Vocalía de Género de la Universidad de Chile tocó el tema y se reaccionó a ello.
El consejero Neira argumenta que la capacidad fiscalizadora es buena e importante, sin embargo, acá hubo una pregunta envenenada de los diputados, que necesariamente hubo que responder, pero claramente hay un exceso en el manejo de la información cuando se incluye los nombres de los alumnos ante una pregunta interesada y para obtener dividendos políticos. Es recomendable estar lejos de los provocadores, sin desechar la capacidad fiscalizadora, porque en este caso se está desacreditando la igual de género y la transparencia por tanto no es partidario de entregar dicha información porque la Universidad tiene una perspectiva de género y ningún curso ideológico de género. El señor Rector aclara que los nombres de los académicos, funcionarios y estudiantes no son datos sensibles y por tanto deben ser aportados.

La consejera Saavedra expresa su rechazo a la solicitud de los diputados y lamenta que la Universidad no se haya cuestionado el historial político de los diputados que manifiestan estar en contra de la inclusión, el respeto a la diversidad de género y sexual que se manifiesta en el rechazo al proyecto de lenguaje inclusivo en las aulas o cuando solicitaron información a salud sobre los cambios hormonales de ciertas personas y por tanto pregunta porque no se cuestionó por todo ello los detalles de la respuesta como si lo hizo la Universidad de Chile, luego haciendo las declaraciones respecto al rechazo a dicha solicitud. Considera otro erro agregar nombres de estudiantes ya que solo se solicitaba el nombre de funcionarios y profesores, en total 40 personas, que hoy se encuentran en condición vulnerable ante grupos radicales y ultraconservadores y que pueden ser víctimas odio y de actos violentos y luego conocer que se hará con ello y cuál es la opinión de la comunidad al respecto, porque no basta con disculpas, es necesario una acción reparadora.
El señor Rector responde que la consejera Saavedra le hizo una petición de renuncia ante la cual dicha consejera señala que no ha pedido su renuncia e insiste en la necesidad de determinar responsabilidades respecto a la respuesta entregada y sancionar esa irresponsabilidad.

El señor Rector explica que no se ha incurrido en ningún a falta, se enviaron los nombres porque correspondía, los alumnos son diez memoristas, profesores por hora y existe el claro compromiso de nuestra comprensión y claro compromiso y deber de resguardar su integridad física y todo lo que sea necesario en una carta que envié personalmente a cada uno de ellos, declara que no es afín a la ideología de esos parlamentarios y la mayor parte de la historia se conoció cuando la Vocalía de Género de la Universidad de Chile hicieron una denuncia pública sobre esta petición.

La consejera Duran anota que sus gremios de funcionarios solicitaron en su momento a Rectoría que se oficiará a la Cámara para que se transparentara del porque esa solicitud y luego también considera que hay responsabilidad administrativa porque se incluyó nombre innecesariamente y sancionar las responsabilidades administrativas.

El consejero López indica que es importante que se haga un mea culpa por los errores cometidos porque en la Universidad no fuimos capaces de darnos cuenta del mal uso que se da a esa información, reconocer la equivocación porque además hay una persecución a las personas que están en ello.

El consejero Ríos llama a respetar el paro estudiantil y hace un llamado a la Facultad de Ingeniería a sumarse a ello a lo cual el señor Rector señala que se respeta la paralización de días, pero no así un segundo paro.
El consejero Martínez señala que es importante la transparencia, pero eso no obsta para reconocer que esta situación es un asunto puramente político y tiene la clara intención de ir contra la educación pública, al igual como lo hizo la iglesia en el pasado y ahora se suman las iglesias evangélicas. Cree que el procedimiento realizado ha sido un error político y por ello debe resolverse políticamente y por ultimo llama a unirse frente a los verdaderos enemigos de la institución para entregar una respuesta única frente a esa agresión y se siga haciendo el juego a la política de derecha.

El consejero Romero dice que la conversación ha incluido ámbitos sociales, administrativos, legales, políticos y éticos y coincide con el consejero Neira que dicho acto es una provocación de estos grupos políticos con preguntas envenenadas y por tanto llama a centrarse en la formación académica de excelencia y bogar por los cambios necesarios para mejorar.
El consejero Salas apunta que los consejeros Neira, Martínez y Romero ha hecho mucha claridad sobre el tema, señalándola como una situación política que debe responderse de igual manera. Estima que continuarán las peticiones políticas como lo hacen las universidades privadas que copian nuestros programas académicos y el paro no es la única solución, quizá también la respuesta debió haberse matizado y postergado y por ello llama a retomar las actividades académicas.
La consejera Durán insiste en solicitar al señor Rector que oficie a la Cámara cual es la razón de dicha petición y cómo se usa dicha información a lo cual el señor Rector responde que no hay problema en realizarlo porque solicitará a la Cámara que se indague en profundidad las responsabilidades al respecto.

La consejera Bobadilla informa que la paralización estudiantil obedece la comunidad estudiantil adoptó la decisión del paro por lo ocurrido en este caso con la petición de los diputados.

El consejero Espinoza aplaude la opinión del consejero Martínez respecto a no hacer el juego a las instituciones privadas porque los valores que entrega la educación pública está lejos en ser de las mejores. Es partidario de fortalecer la Unidad de Transparencia y respecto al paro es una manifestación de los estudiantes y no de los académicos ya que el país está suficientemente conmocionado para aumentar las preocupaciones.
El consejero Tapia responde que muchos de los avances institucionales se deben a las demandas de los estudiantes y que también les preocupa la formación académica.

El señor Rector detalla las acciones futuras internas que se pudo establecer: crear una comisión formada por académicos, funcionarios, estudiantes, abogados, un directivo superior, donde sus integrantes tengan expertís sobre el tema de equidad de género, manejo de la información, ley de transparencia, etc. con el objetivo de establecer una acción de revisión de los requerimientos, emanando recomendaciones a unidad de transparencia; segundo revisar y mejorar procedimientos que permitan prevenir situaciones de este tipo, para lo cual se debe constituir una mesa que pueda considerar la participación de los diversos estamentos y que contribuya a la coordinación eficiente de la gestión, esa puede ser la misma comisión anterior digamos; y, como último punto, trabajo mancomunado en lo relativo en la implementación de la ley N°21.369 que regula el acoso sexual, la violencia y la discriminación de género en el ámbito de la Educación Superior, esas son las tareas propuestas por la Rectoría para seguir avanzando en este tema.

El asunto de la comisión fue conversado con los estudiantes y existen las condiciones de hacer funcionar esta comisión desde ya para hacer las reformas o las mejoras del procedimiento administrativo y partir con la mejora de esta situación en general. Entonces se ha implementado algunas líneas de trabajo que pueden ser alimentadas todavía con mayor sugerencia, además se va a pedir al presidente de la cámara que se haga o se intente una investigación con respecto al verdadero propósito que tenían los diputados que formularon estas consultas, estos están en algún momento citados a la comisión de ética y hacer seguimiento de eso y vamos a pedir que sean analizadas sus intervenciones.

El consejero Tapia argumenta que comentada dicha propuesta en el ámbito estudiantil hay mucho temor en aparecer con nombre y apellido debido a la persecución política y la existencia de grupos neonazis y fascistas a lo cual el señor Rector responde que si los estudiantes conocen de situación delicadas y amenazas, que hagan llegar esa información con el fin de evitar acciones de riesgo.

Se cierra la sesión a las 11:50 horas.   
1

[image: image1.emf]